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Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 12 de octubre de 2006 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Carlos Varela Nestier. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Gustavo Borsari Brenna, Eduardo Brenta, Juan 
Curbelo, Alvaro Delgado, Gustavo A. Espinosa, Julio Pérez, Jorge Pozzi y Javier 
Salsamendi. 


ASISTE: Señores Representantes José Carlos Mahía. 


INVITADOS: Señores Fernando Barboni y doctor Daniel Hugo Martins. 


SEÑOR PRESIDENTE (Varela Nestier).- Habiendo número, esta abierta la reunión. 


La Comisión Investigadora recibe al señor Barboni y al doctor Martins, a quienes les damos la bienvenida. 


El señor Barboni solicitó ser recibido por esta Comisión Investigadora que, en esta oportunidad, está 
analizando lo concerniente a los gastos realizados por el Banco Hipotecario entre marzo de 2000 y mayo de 
2005. Hemos tenido en nuestras manos y estamos utilizando como insumo varias de las investigaciones y 
auditorías que el Banco Hipotecario ha realizado, en una de las cuales, como es público y notorio, el señor 
Barboni es mencionado. Supongo que ese es el motivo de su visita en el día de hoy. 


Entonces, le damos la palabra y posiblemente, luego de su intervención, los señores Diputados hagan algunas 
preguntas. 


SEÑOR BARBONI.- Señor Presidente y señores miembros de la Comisión Investigadora de la Cámara 
de Representantes: agradezco que se me haya recibido en el seno de la Comisión, lo que me da la 
oportunidad de expresar mi punto de vista respecto de lo que aquí se ha dicho y de lo que se expresa en 


el informe de la llamada "Auditoría interna del Banco Hipotecario del Uruguay", cuya copia me ha 
sido entregada por la Secretaría de esta Comisión. 


Dada la complejidad y la variedad de los temas tratados en la Comisión y en la llamada "auditoría", leeré una 
breve exposición, de la cual hago entrega de una copia a los señores taquígrafos, a fin de que sea incorporada 
a la versión taquigráfica de esta sesión. 


Asimismo, entregaré al señor Presidente una exposición escrita y copia de documentos sobre lo actuado por 
el Banco Hipotecario del Uruguay entre los años 2002 y 2006 respecto a las empresas que represento, 
actuación que ha sido omitida en el mencionado informe de la auditoría. 


Con relación a lo actuado respecto de SADUF, la Comisión Investigadora dispone de copia del expediente 
judicial en donde se refleja cabalmente lo actuado por las partes. En consecuencia, en la exposición escrita 
realizaré una relación cronológica de los hechos ocurridos y un comentario sobre la posición de "GLENBY 
S.A.", que siempre ha solicitado la entrega de la Estación "General Artigas" y de los padrones de la ex playa 
de maniobras de AFE, en cumplimiento de los contratos y de los acuerdos celebrados con SADUF. 


En primer lugar, se dice en el informe de la "auditoría interna" que soy un empresario "enmascarado". Solo 
por mala fe y por ignorancia puede hacerse semejante afirmación. Basta consultar la sección "Firmas" del 
Banco Hipotecario del Uruguay para saber quién es el representante legal de una empresa determinada. 


Por otra parte, he comparecido personalmente en todas las licitaciones, en todas las escrituras públicas y en 
todos lo escritos presentados ante el Banco Hipotecario del Uruguay, durante veinte años, con mi nombre y 
apellido, dando la cara. 


Yo me pregunto: si mis empresas se llaman Construcciones Fernando Barboni S.A., José Fernando Barboni, 
Consorcio Construcciones Fernando Barboni, ¿dónde está la máscara? Solo la empresa Amiga S.A. no lleva 
mi nombre, pero es público y notorio en todo el Banco, que soy su representante. Tampoco lleva mi nombre 
el Consorcio El Pinar, pero está formado por Construcciones Fernando Barboni S.A. y Amiga S.A.. Cualquier 
estudiante de Derecho sabe que la personas jurídicas privadas comerciales se forman para limitar la 
responsabilidad de las mismas al capital invertido en dicho emprendimiento, lo que es totalmente lícito y 
corriente entre las empresas constructoras. El Banco Hipotecario ha admitido pacíficamente durante años que 
se presenten en la licitaciones diversas empresas, y consorcios de empresas, con el mismo representante. 


Todo ello hecho a la luz del día y dando la cara. 


En segundo lugar, rechazo vehementemente las inauditas afirmaciones realizadas por los firmantes del 
informe que, extralimitándose en sus funciones, expresan: "Parece claro que la magnitud de las cifras 
involucradas hubiera permitido perfectamente una retribución generosa de los favores recibidos; no se 
ubicaron evidencias de que efectivamente ello haya ocurrido, pero el sentido común indica que se trata de 
una hipótesis que no puede descartarse." 


Esto es, señores Diputados, lisa y llanamente, una calumnia. 


Los autores de esta afirmación reconocen que "no se ubicaron evidencias de que efectivamente ello haya 
ocurrido", lo cual se halla tipificado en el artículo 179 del Código Penal, que expresa: "El que a sabiendas 
denuncia a la autoridad judicial o policial, [...] o ante un funcionario público el cual tenga la obligación de 
dirigirse a tales autoridades, un delito que no se ha cometido, o que simule los indicios de un delito, en forma 
que proceda la iniciación de un procedimiento penal para su averiguación [...]". 


La Ley_N* 17.060 de 23/12/1998 exige a los funcionarios públicos actuar con buena fe e imparcialidad en el 
desempeño de las atribuciones y obligaciones funcionales, con rectitud en su ejercicio, evitando toda 
conducta que importe abuso, exceso y desviación de poder. 


Las afirmaciones infundadas y difamatorias contenidas en el informe de la auditoría interna mencionada, 
hacen incurrir a sus autores en el delito de calumnia y/o en el de difamación, tipificados en los artículos 179 y 
333 y siguientes del Código Penal. 


Allí se dice irresponsablemente que "[...] resulta difícil determinar los límites de la influencia y/o el poder del 
empresario a nivel del sistema político". 


¿Quiénes son estos burócratas, funcionarios subalternos del Banco Hipotecario del Uruguay, para juzgar al 
sistema político y a las hipotéticas influencias que pueda tener o no como empresario? 


En tercer lugar, la auditoría interna omite analizar las actuaciones del Banco Hipotecario del Uruguay 
respecto de las empresas que represento entre los años 2002 y 2005. 


Durante esos años ocurrieron hechos que demuestran cabalmente que no he sido beneficiado, sino por el 
contrario, perjudicado por las resoluciones adoptadas por los Directorios del 2002 al 2005, que dejaron de 
pagarme certificados de obra hecha y aprobada, suspendiendo luego las obras durante casi un año y medio, 
culminando con la resolución adoptada por el actual Directorio -a los pocos días de asumir-, sin un estudio 
profundo del tema, sin darnos vista previa, por lo cual rescinden todos los contratos vigentes con el Banco 
Hipotecario del Uruguay y ordenan demandarnos por daños y perjuicios por US$ 10:000.000, aunque 
habíamos pedido judicialmente que se designara un tribunal arbitral conforme lo establecen los pliegos de 
condiciones. Eso constituyó un abuso de derecho y dio lugar a que se contrademandara al Banco Hipotecario 
del Uruguay por US$ 130:000.000, en virtud de lo que se me adeuda por obra realizada, de indemnización 
por el atraso en los pagos, por el daño emergente y el lucro cesante por dejar de construir casi setecientas 
viviendas para el Banco Hipotecario del Uruguay y dieciséis locales comerciales y treinta y dos garajes de mi 
propiedad, aproximadamente 3.000 metros cuadrados. 


Más adelante enumeraré todo lo ocurrido durante esos años, que se omite mencionar en la auditoría interna, 
no obstante estar comprendido en el período investigado. 


Llamo la atención a los señores miembros de la Comisión Investigadora sobre un hecho trascendental 
ocurrido a partir de julio de 2002 y que la auditoría no menciona: el Banco Hipotecario del Uruguay dejó de 
pagarme en plazo los certificados de obra hecha y aprobada. 


Los atrasos en los pagos de los certificados de obra desde julio de 2002 originaron importantes perjuicios 
financieros a las empresas que, pese a todo, continuaron con la ejecución de las obras con financiamiento 
propio hasta el límite de su capacidad, a fines de octubre de 2003. Esta situación motivó la decisión por parte 
de las empresas de suspender las obras, según notas cursadas al Banco Hipotecario del Uruguay con fecha 30 
de octubre de 2003, al amparo del artículo 4” de la modificación del pliego de 1986 y del artículo 83 del 
pliego de 1994. Lo adeudado por certificados de obra hecha emitidos entre junio de 2002 y abril de 2004 para 
el conjunto de las obras sumaba un total de $ 182:000.000. Si bien el Banco durante dicho período ha 
realizado pagos a cuenta, la mecánica de imputación prevista en el artículo 83 del pliego de 1994 y en el 
artículo 4” del pliego de 1986 hace que tan solo $ 31:000.000, el 17% de dicha suma, se haya cancelado. 


A fines de 2005 se encontraban pendientes de pago certificados de obra realizada por $ 150:000.000, más la 
indemnización por atrasos en los pagos prevista en los pliegos, generada hasta el 31 de enero de 2006, por 
$ 1.061:074.454, totalizando $ 1.210:972.529, 


Tampoco dice la auditoría que el Banco Hipotecario del Uruguay, por sí y ante sí, el 3 de junio de 2003 
estableció, modificando los contratos originales, un cupo mensual para cada obra del cual no se podía 
exceder. Ello hacía imposible cumplir con los cronogramas establecidos originalmente. En dicha resolución 
del Directorio del Banco Hipotecario del Uruguay, del 3 de junio de 2003, se dice: "El procedimiento que se 
propone hacer público, no exonerará al Banco de las responsabilidades por atrasos en los pagos y aumento en 
los plazos contractuales de las obras, en los que ya está incurriendo". Y sigue diciendo en el punto 8): "Las 
obras podrán ser enlentecidas e inclusive detenidas, si tienen créditos pendientes de cobro, hasta que estos se 
cancelen. [...]". Y, "en el caso de la obra pública, las empresas que tengan más de una obra en construcción 
podrán sumar los cupos asignados y usarlos globalmente, ajustando el ritmo de cada obra según su 
conveniencia". 


¿Cómo es posible que la auditoría, ignorando esta resolución, sostenga que las empresas no han cumplido 
con los cronogramas de obra? Este acto administrativo supone un cambio esencial en las condiciones de los 
contratos al alterar el plazo de ejecución de las obras en forma extraordinaria, alterando la ecuación 
económica de los mismos. 


Se nos aplicaron cupos de certificación a partir de agosto de 2003, de acuerdo al convenio firmado entre la 
Cámara de la Construcción y el Banco Hipotecario del Uruguay, aunque no fue suscrito por nuestras 
empresas, fijándose para todas ellas, en US$ 196.723 mensuales. 


En cuarto término, para que la Comisión Investigadora tenga una idea de la frivolidad con que han procedido 
estos auditores, basta señalar que omiten decir, respecto al adelanto financiero, que tenía por objeto congelar 
precios de los materiales y que era a cuenta del precio a pagar por la obra terminada, es decir, un adelanto 
como es corriente que el propietario realice a una empresa constructora. No dicen tampoco que el mismo está 
garantizado con una hipoteca de bienes inmuebles por US$ 3:500.000, que el Banco Hipotecario del Uruguay 
compensó dicha suma y que, como no aceptamos que la compensación fuera retroactiva, se emitieron, por las 
empresas que recibieron el adelanto, notas de créditos por lo que restaba devolver -expedientes 801.309, 
801.310, 801.311, 801.312 y 801.313. Nada se debe, pues, por el adelanto financiero. 


Tampoco dicen los auditores que el saneamiento que se realizó en los conjuntos habitacionales 105 a 108 de 
la Avenida Gianattassio fue una imposición de la Intendencia Municipal de Canelones, cuya copia adjunto. 
Ese documento desmiente todas las conjeturas maliciosas que se realizan en el comentado informe respecto 
del mencionado saneamiento. 


En quinto lugar, tan disparatado es el informe de la auditoría interna, que el Departamento de Asesoramiento 
Legal y Sumarios le pincha el globo en varios temas fundamentales. 


Por ejemplo, el punto a) refiere a modificaciones a los Pliegos de la licitación. Dice el dictamen 'auditoría 
interna entiende que esto habilitó la presentación de proyectos de dudosa viabilidad, entre los que se 
encontraban los de Barboni (aunque no fueron los únicos). Esta área discrepa con la división auditoría interna 
en cuanto la modificación de los Pliegos no puede ser tratada o considerada como una irregularidad en el 
procedimiento de la licitación, porque aún no existía tal procedimiento... además, no se encuentran indicios ni 
en la voluntad manifestada por el órgano jerarca ni en los dictámenes efectuados por los técnicos 
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intervinientes, de una intención contraria a los intereses del organismo"". 


En cuanto a la adjudicación de ofertas -punto b)-, el dictamen expresa lo siguiente: "Asimismo Auditoría 
Interna afirma que el Grupo Barboni presentó ocho ofertas a la licitación y todas fueron desestimadas por el 
jurado, pero que pese a ello, el Directorio adjudicó cuatro obras en Canelones (A-105, A-106, A-107 y A- 
108) y tres obras en Maldonado (B-42, B-45 y B-46) a dicha persona... por lo tanto, para entender si existe 
alguna irregularidad en el caso, debería analizarse si el jerarca, al apartarse de los dictámenes de sus órganos 
asesores (Jurado y Comisión Asesora de Adjudicaciones), fundó válidamente el acto administrativo. Como se 
verá a continuación en todos los casos el Directorio, al adjudicar, dictó actos administrativos fundados y 
motivados". El punto c) sería la observación del Tribunal de Cuentas, que dice así: "Este dictamen fue 
analizado por la Secretaría General Letrada, en informe al cual Auditoría Interna se refiere en los siguientes 
términos, 'el citado estudio pretende justificar jurídicamente mediante diversos argumentos de dudosa validez 
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la aprobación... no coincidimos con las expresiones vertidas por la División Auditoría por diversas razones"". 


El punto d) refiere a los Conjuntos Habitacionales de Maldonado. Para Auditoría Interna" -dice el dictamen- 
"los CH B-42, B-45 y B-46 fueron adjudicados gracias a la adopción de la medida de rebaja o supresión del 
requisito de la venta previa.... Sobre el punto, lo primero a destacar es que las medidas adoptadas siempre 
tuvieron el carácter de genéricas y no se adoptaron para un solo llamado a P.P.T, o sea que no apuntaban a 
beneficiar en forma directa a alguna empresa; sin embargo, Auditoría destaca que existe coincidencia 
cronológica entre ellas y el inicio del llamado 2/96 y el trámite de las tres obras adjudicadas a Barboni en 
Maldonado (llamado 2/95)... Las resoluciones de rebajar o suprimir el requisito de la venta previa fueron 
dictadas por el Directorio en forma fundada, por lo que las mismas no pueden ser consideradas ilegales, a 
menos que se demuestre que dichos fundamentos son inexistentes o erróneos, prueba que no surge de los 
presentes obrados". 


Respecto a este tema, cabe agregar que el acierto en la adjudicación de estos conjuntos está demostrado -cosa 
que omite decir el informe de la Auditoría Interna- por el hecho de que dichos conjuntos fueron entregados 
con anterioridad al cumplimiento de los plazos contractuales, fueron calificados de excelentes por el propio 
BHU y fueron vendidos en su totalidad en menos de 60 días. 


Con respecto al punto e), que sería el referido a ampliaciones de contrato, se dice: "Los conjuntos B-47, C-31 
y C-32 no fueron licitados sino que se contrató su construcción como ampliación de otros contratos.... 


Auditoría Interna entiende que esta figura desvirtúa la esencia del P.P.T. y que implicó que se aprobaran 
programas ubicados en zonas poco atractivas, con insuficiente demanda potencial, etc. A nuestro entender, la 
utilización de la figura jurídica de la ampliación de contrato nada tiene que ver con el hecho que se haya 
contratado por medio de dicho procedimiento obras que no eran viables...". 


Nadie ha demostrado que el B-47 (San Carlos) que está prácticamente terminado, no sea viable, puesto que - 
contrariamente a lo informado- nunca se puso a la venta. Tampoco se han puesto a la venta los C-31 y C-32 
cuya construcción fue suspendida por el propio BHU. Es oportuno señalar que los CH C-26, C-27 y D-26 que 
fueron terminados y entregados, el propio informe reconoce, en la página 11, que "el grado de colocación de 
viviendas es alto". 


Y el punto f) sería lo relativo al proyecto ejecutivo y firma del contrato. "Sobre este punto" -dice el dictamen- 
"el mayor problema se suscitó por las obras de Canelones, pues luego de 32 meses de tratativas, se culminó 
con una transacción aprobada por el Directorio... en realidad, realizar una transacción no es una medida 
irregular cuando se trata de superar divergencias que el organismo posee, a fin de continuar con las obras. 


Cabe acotar que estas afirmaciones del dictamen de la Asesoría Legal son terminantes y no admiten réplica, a 
pesar de que el informe original fue ordenado cambiar por el actual Directorio, según informa "Últimas 
Noticias" en su edición del viernes 6 de setiembre, página 4, porque "no convenció a Morodo y al resto de los 
titulares de la institución". "La nueva redacción finalizó el 20 de junio y el Directorio quedó satisfecho: se 
aconsejaba iniciar juicios penales". Acompaño copia de dicha publicación. 


Seguidamente me referiré a otra perla que descalifica el informe de la llamada 'Auditoría'. Quien firma el 
mismo, el Cr. Luis Sauleda, expresa que "en los conjuntos habitacionales C-26 y C-27 se realizó un pago 
deliberado y bajo presión de cerca de un millón de dólares por un supuesto error en una reliquidación por 
cambio de paramétrica, pese a que la existencia del supuesto error había sido detectada y alertada", y es quien 
recalculó la obra. 


¿Sabe la Comisión Investigadora quién acompañó al Inspector General del BHU en todas las reuniones de la 
Comisión que informó favorablemente la transacción? El Cr. Luis Sauleda. 


¿Sabe la Comisión Investigadora a quién se le encomendó la tarea de reliquidación de dichas obras? Al Ing. 
Gerardo Jauri y al Cr. Luis Sauleda. Acompaño copia del acta de fecha 30/07/2001 que así lo demuestra. 


¿Sabe la Comisión Investigadora esto que en la escritura pública en la que se plasmó la transacción se dice?: 
"lo que el Banco pretende cobrar asciende a la suma de pesos uruguayos nueve millones cuatrocientos 
cincuenta y dos mil doscientos treinta y cinco a marzo de 1997 y lo que la empresa aspira es 
considerablemente superior: aproximadamente, veinte millones quinientos mil pesos sin intereses 
capitalizables y pesos uruguayos ciento setenta y un millones con los intereses capitalizados, cifras 
calculadas al 31 de diciembre de 2001". 


¿Sabe la Comisión Investigadora que la liquidación presentada por la empresa contó con el asesoramiento del 
profesor doctor Carlos Delpiazzo, especialista en licitaciones y contratos? 


¿Sabe la Comisión Investigadora esto que en la escritura pública de transacción también se dice?: "Según el 
informe de la Comisión especial creada al efecto en el Banco Hipotecario del Uruguay, la posición de la 
empresa se basa en criterios jurídicos que no se comparten, pero que implican concesiones muy diferentes y 
requerirán en caso de acudir a la sede judicial un tiempo largo para su dilucidación, y por ende el 
enlentecimiento de los emprendimientos de la empresa relacionada contractualmente con el Banco". 


Acompaño copia de la escritura pública mencionada y del informe del Dr. Delpiazzo. 


Para finalizar esta exposición, manifiesto ante esta Comisión que nunca he recibido "favor" alguno del Banco 
Hipotecario. Por el contrario, como lo demuestro en el escrito que entregaré al señor Presidente, en la 
adjudicación de las obras el BHU me dio el mismo tratamiento que a las demás empresas que construyen 
para el mismo y, en la ejecución de los contratos a partir de octubre de 2003 se suspendieron las obras, se me 
dejó de pagar sumas millonarias, se me aplicaron multas después de estar suspendidas las obras, se compensó 
el adelanto financiero retrotrayéndolo al año 2001 y finalmente se rescindieron unilateralmente los contratos, 


llevando las empresas que represento al borde de la quiebra. En cambio, a las demás empresas afiliadas a la 
Cámara de la Construcción se les dio un mejor tratamiento. 


Culminando la persecución que he denunciado ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y ante el 
Juzgado de lo Civil de 2” Turno, en estos días he recibido una notificación del Juzgado de lo Civil de 15" 
Turno en que el BHU demanda al Banco de Seguros del Estado, pretendiendo cobrar la fianza que constituí 
en garantía de la devolución del adelanto financiero y del cumplimiento de los contratos, cuando -como ya lo 
expresé- nada se debe por adelanto financiero y mis empresas no incumplieron los plazos de ejecución de 
obra pactados debido a que el propio BHU dejó de pagarme obra hecha y estableció cupos para lo que faltaba 
realizar, extendiendo los plazos acordados. 


Esta demanda que ha presentado el actual Directorio contra el Banco de Seguros, que a mi juicio constituye 
una verdadera estafa, ha sido inducida por los profesionales del BHU que han venido urdiendo esta maniobra 
desde octubre de 2003 en mi perjuicio. 


La prueba de ello surge de la siguiente declaración del ex Vicepresidente Cr. Saxlund ante la justicia penal: 
"contesta: Dentro del fundamento de mi posición de que Saduf no negociara con Glenby, en octubre estaba a 
15 días de que se realizaran las elecciones nacionales, y en noviembre una vez realizadas las elecciones 
nacionales, consideré que, asuntos multimillonarios en dólares pendientes de resolución con el grupo 
económico al cual pertenece Glenby, no deberían ser resueltos en los últimos días de nuestra gestión, sino 
que deberían ser tomados como prioritarios por la nueva administración y así se lo manifesté a los Directores 
entrantes, como expresé más arriba". 


Lo transcripto es una prueba fehaciente de que la rescisión de los contratos realizada por el actual Directorio - 
a solo veinte días de haber asumido y sin posibilidad de realizar un estudio profundo de los temas en 
discusión- fue inducida por la contadora Pérez Montero y el contador Saxlund, según sus propias palabras. 


Quedo a disposición de la Comisión para responder todas las preguntas que se quieran formular, ya sea en 
esta sesión o en una próxima. 


Entrego mi exposición escrita a la Comisión, y solicito se reparta a los señores Diputados y se incluya en la 
página Web, a cuyos efectos entrego un CD con ambas exposiciones, tanto oral como escrita. 


Muchas gracias por su atención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos parece prudente proceder como sugiere el señor Barboni, analizar la 
documentación que nos ha entregado, y si fuera necesario, obviamente, lo convocaremos nuevamente 
para profundizar en las preguntas que la Comisión estime pertinentes. 


SEÑOR BARBONI.- También voy a entregar a la Comisión copias de la demanda realizada por el 
Banco Hipotecario a mis empresas, la contrademanda, copia de la demanda al Banco de Seguros y la 
respuesta del Banco de Seguros 


Queremos agregar que denunciamos la persecución de la contadora Pérez Montero ante los Juzgados de lo 
Civil de 2” Turno y en lo Contencioso. Nos referimos a la persecución de la contadora que se manifiesta a 
partir del 4 de julio de 2003, en que siendo Gerenta General de SADUF, hace un informe aconsejando al 
Directorio la rescisión de los contratos con la empresa Glenby S.A.. La prueba más contundente surge 
cuando el 22 de setiembre de 2003 asume como Presidenta del Banco Hipotecario. La señora Presidenta 
manifestó a una funcionaria del Banco que en sesenta días me sacaría con todas las empresas del Banco 
Hipotecario y de Glenby S.A. 


El 29 de setiembre, a siete días de haber asumido la Presidencia, solicita a la Asesoría Legal que le informe 
con respecto a la posibilidad de recusar un árbitro designado para un arbitraje, que había sido aprobado por el 
Directorio anterior unos días antes. También a siete días de haber asumido ya pretende rescindir todos los 
contratos con nuestras empresas. 


El 24 de octubre de 2003 la Gerencia de Arquitectura realiza informe, a solicitud de la superioridad, que 
refiere a una proyección del incremento de las deudas del Banco Hipotecario del Uruguay con el señor 


Barboni, si se siguieran las obras de las empresas que representa, del mismo modo que se han desarrollado 
hasta el presente. 


Las empresas del doctor Barboni no adhirieron al convenio suscrito entre la Cámara de la Construcción y el 
Banco Hipotecario, por lo que los pagos a sus obras no acompasan las inversiones programadas por el Banco 
Hipotecario del Uruguay para el resto de la obra pública. A la fecha, se le ha pagado el 25% de los 
certificados de las obras de mayo. Es decir, el 24 de octubre la Gerencia de Arquitectura informa que se me 
ha pagado solo el 25% de los certificados de mayo, excepto el Conjunto Habitacional 277 en que se adeudan 
obras de setiembre de 2002, es decir, un año de atraso en los pagos. 


Asimismo, la Gerencia de Arquitectura manifiesta que realizando una proyección de las deudas que se 
mantienen con el Grupo Barboni, mientras se mantenga un atraso de cuatro meses en los pagos, el monto de 
la indemnización por atrasos sería del orden de US$ 1:580.000. 


Más adelante el informe establece que si se aplicara el artículo 83 del pliego de condiciones -que dispone que 
si el BHU realizara pagos parciales, estos se imputarán primero con cargo a las indemnizaciones y luego a los 
certificados de obra impagos-, el señor Barboni podrá reclamar atrasos en los pagos sobre los mismos 
certificados de obra. En este informe no se tuvo en cuenta este cálculo, por lo que de ser así, aumentaría aún 
más el monto estimado a abonar por este concepto. 


El 29 de setiembre, a siete días de haber asumido, pide un informe para saber qué posibilidad tiene el Banco 
de rescindir los contratos unilateralmente. He leído algunas manifestaciones de que nosotros habíamos 
incumplido los contratos, y la prueba está que hasta la fecha en que suspendimos las obras por falta de pago 
nunca se nos hizo una observación. Entonces, llama la atención -como consta en alguna versión taquigráfica- 
que incumplimos los contratos con el Banco Hipotecario. Esto no fue así; no hubo incumplimiento de la 
empresa constructora, sino que el Banco Hipotecario, debido a la crisis de 2002, se atrasó en sus pagos de los 
certificados, como lo dije anteriormente. 


La prueba de la persecución de la contadora Pérez Montero la encontrarán en la exposición escrita e, 


inclusive, en las copias de la contestación de la contrademanda al Banco Hipotecario del Uruguay realizada 
por nuestras empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Barboni y del doctor Martins. 


Reitero que si la Comisión lo considera conveniente, volveremos a convocarlos. 
(Se retira de Sala el señor Barboni y el doctor Martins) 


———De acuerdo con lo que hemos convenido, esta Presidencia queda facultada para coordinar las 
invitaciones de la próxima sesión de esta Comisión, que va a ser el jueves que viene. 


Vamos a distribuir el material que hemos recibido, y en las próximas horas formularemos las citaciones para 
la próxima sesión. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


